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Departamento de Conducta de Mercado y Reclamaciones 
Memoria de Reclamaciones 2017 

Billetes y monedas 

 

 

Billetes falsos 

 

Se plantean en ocasiones discrepancias de los clientes y los usuarios de las entidades con 

motivo de la realización de ingresos en cuenta (propia o de un tercero), por el hecho de que 

la entidad retenga billetes por su apariencia de falsedad, para su remisión al Banco de 

España. 

 

Efectivamente, las entidades de crédito tienen la obligación de retirar de la circulación los 

billetes con apariencia de falsificados. Pero también la de recoger y reflejar los datos 

identificativos de quien porta el billete. 

 

En virtud de lo dispuesto en el artículo sexto del Reglamento (CE) 1338/2001 del Consejo, 

de 28 de junio de 2001, las entidades se encuentran obligadas a garantizar la autenticidad 

de los billetes y monedas en euros que han recibido y que tienen previsto volver a poner en 

circulación, retirando de la circulación los billetes y monedas falsos que detecten. Sin 

embargo, el procedimiento establecido al efecto exige que estos sean entregados al Banco 

de España, el cual emitirá un recibo que servirá como justificante del cumplimiento de las 

obligaciones asumidas por las entidades de crédito1. Si de la peritación efectuada en el 

Centro Nacional de Análisis resultara que el billete o billetes remitidos fueran legítimos, su 

importe será abonado a la mayor brevedad en la cuenta corriente de la entidad de crédito 

o en la cuenta corriente de la persona física o jurídica a la que la entidad retuvo el billete. El 

resultado de la peritación, sea cual sea este, será comunicado mediante correo a la entidad 

de crédito presentadora de los billetes o al domicilio de la persona física o jurídica a la que 

la entidad retuvo el billete, si esta hubiese comunicado sus datos. 

 

Monedas. Límites a los ingresos en efectivo (conteo de moneda) 

 

La única normativa existente sobre la limitación en el número de piezas de euro que pueden 

ser utilizadas en el pago de un servicio viene establecida en el artículo 11 del Reglamento 

2169/2005 del Consejo, de 21 de diciembre de 2005, por el que se modifica el Reglamento 

974/98. En este sentido, el artículo citado in fine establece expresamente que «excepto la 

autoridad emisora y las personas expresamente designadas por la legislación nacional del 

Estado miembro emisor, ninguna parte estará obligada a aceptar más de cincuenta 

monedas en cada pago». 

 

                                                   
1 En virtud de lo establecido en la disposición adicional cuarta de la Ley 46/1998, de 17 de diciembre, y en el artículo sexto del reglamento 

citado. 
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Suele suceder que, tras los formalismos correspondientes, las entidades abren cuentas 

corrientes a sus clientes mediante la firma de un contrato de adhesión genérico en el que 

se ofrecen como incluidos en él los servicios de caja de la entidad, sin distinguir entre los 

clientes profesionales dedicados a actividades que exigen un servicio de caja diario, 

intensivo en consumo de recursos humanos y medios técnicos, y los clientes que no 

precisan de dicha atención especial. 

 

Cabe que, por la actividad desarrollada por el titular de la cuenta, se ponga de manifiesto 

con el tiempo que requiere una dedicación singular en relación con los servicios de caja. 

 

Normalmente, estos servicios específicos se concretan en atender, aceptar, recontar, 

empaquetar o transformar la entrega periódica de moneda fraccionaria para su ingreso en 

cuenta del titular o la remisión o entrega de reintegros en efectivo en moneda fraccionaria, 

según solicitud del cliente. 

 

Esta atención especial requerida puede producir importantes distorsiones en las oficinas 

en horario de atención al público, además de romper el equilibrio inicial entre prestaciones 

y contraprestaciones consideradas en el contrato genérico de adhesión de apertura de 

cuenta corriente. Es preciso indicar que, haciendo una aplicación analógica del citado 

artículo 11 del Reglamento 2169/2005, de 21 de diciembre, y entendiendo que existe una 

misma ratio entre la necesidad de limitar el número máximo de monedas que se pueden 

entregar en el tráfico para efectuar un pago y la necesidad de que las entidades puedan 

conocer el límite máximo de monedas que puede entregarles un cliente para hacer un 

ingreso en cuenta de carácter inmediato, se podría llegar a entender que la entidad estuviera 

legitimada para denegar el recuento instantáneo de la moneda fraccionaria entregada para 

su ingreso si excediese de cincuenta monedas. Por ello, si se aceptase esta interpretación 

analógica de la norma citada, no teniendo obligación de admitir más de una determinada 

cantidad de monedas2, las entidades las admitirían en condiciones distintas de las de un 

ingreso ordinario, esto es, para abonar en cuenta con posterior recuento, debieno estar en 

cada caso a lo que se acredite. 

 

Entre los pactos que se suelen alcanzar entre los clientes profesionales que precisan estos 

servicios extraordinarios de caja y las entidades se encuentran los siguientes: 

 

 La admisión de ingresos de efectivo de más de cincuenta monedas en los que su 

importe se abona en cuenta «salvo posterior recuento» por parte de la entidad de 

crédito, con el objeto de no demorar más allá de lo razonable la atención al resto de 

la clientela. El cliente que entrega el efectivo es consciente de que queda en manos 

de la entidad —de acuerdo con la mutua confianza existente— el recuento de la 

cantidad ingresada, de modo que, en caso de que existan diferencias entre el 

importe declarado y el resultante del recuento, prevalece este último, salvo que las 

partes hayan acordado otra cosa. 

 

 La entrega de cartuchos (blísteres) a los clientes para que introduzcan las monedas, 

de manera que se facilite su recuento. 

                                                   
2 No obstante, si la entidad de crédito estuviera ejerciendo actividades delegadas de caja pública —por ejemplo, mediante la admisión 

de cobros de impuestos, tasas municipales, etc.—, no sería de aplicación tal limitación, debiendo aceptar todas las monedas que se 

presenten en los pagos efectuados con tal finalidad. 
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 La oferta de servicios especiales de gestión integral de efectivo para este tipo de 

profesionales, que incluyen la recogida y/o entrega de efectivo a domicilio mediante 

transporte blindado, recuento, empaquetado y transformación de efectivo. Las 

entidades suelen tener estos servicios subcontratados con empresas ajenas que 

actúan como sus proveedores. 

 

El DCMR considera que dichos comportamientos no son contrarios a la ortodoxia bancaria. 

Ahora bien, conviene subrayar la que ha venido siendo reiterada opinión del DCMR sobre 

el servicio exprés para empresarios o profesionales, cuya actividad conlleva el ingreso diario 

o la solicitud de moneda. Así, si bien estos servicios pueden estar prestados por la entidad 

o un tercero, en este último caso no podrán traer a la relación contractual entidad-cliente 

las relaciones que la entidad haya establecido con el proveedor del servicio con el que haya 

subcontratado su prestación más que cuando las asuma como propias frente a su cliente 

en el contrato que suscriba con este último. 

 

Así las cosas, de producirse una retrocesión posterior del abono registrado en aplicación 

del criterio anterior y mantener las partes opiniones contrarias al respecto, este DCMR 

carecería de competencias para resolver esta cuestión, que exigiría fijar indubitadamente el 

pacto que subyace y las responsabilidades que debieran imputarse a las partes 

intervinientes, para lo que los interesados tendrían que dirigirse a los tribunales de justicia. 

 

Al margen de lo anterior, el DCMR sí valora, cuando así se plantea, determinados aspectos 

de transparencia, tales como las indicaciones que se contienen en la nota de entrega para 

ingreso en cuenta, en la que suele recogerse una cantidad, y el hecho de que en los 

resguardos entregados por los ingresos se establezca que estos se hacían condicionados 

a un recuento posterior, así como la información referida a la actuación que debe seguir la 

entidad ante la posible discrepancia en el recuento, y al plazo para el contraasiento de 

devolución. 

 

En consecuencia, aun entendiendo que la actuación de las entidades al abonar en cuenta 

el importe procedente del recuento, según justificación que aporten, no podría considerarse 

contraria a las buenas prácticas y usos bancarios, se recomienda a las entidades, en aras 

de la transparencia, que se informe al cliente previamente del tiempo aproximado que se 

va a emplear para el recuento y, por tanto, del que se requiere para que el abono adquiera 

firmeza. 

 

Dentro de la libertad de establecimiento de comisiones que la normativa otorga a las 

entidades de crédito, se puede admitir que pacten el cobro de una comisión por la admisión 

y recuento de un número elevado de monedas con cierta frecuencia, esto es, lo que se 

suele denominar «comisión de recuento». El DCMR considera que el cobro de dicha 

comisión no se aleja de las buenas prácticas bancarias siempre y cuando los clientes hayan 

sido adecuadamente informados de su existencia y de la forma de calcular su importe. 


